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SECCION DE LA SUPRBMA CORTEDE JUSTICIA 
. ~)-

Dios, Patria i Libertad.-Repúbica Dominicana. 

En nombre de la República. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Manuel García Coen 
(a) Liquito, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha nueve de enero de mil novecientos diez i ocho, que desestima el medio 
propuesto por él, tendiente a rechazar la apelación del Procurador Fiscal de es~ 
te Distrito Judicial contra sentencia del Juzg~-9 de Primera Instancia de Santo 
Domingo, de fecha nueve de mayo de mil ncivecientos diez i siete; declara bue~ 
na i válida la apelación interpuesta por dicho funcionario; ordena la continua~ 
ción del juicio, i al efecto señala la audiencia del día cuatro de febrero del mis­
mo año. 

Oida la lectura del acta de casación i del dispositivo de la sentencia impug~ 
nada. 

Oido el informe del magistrado Juez Relator. 

Oido al abogado del recurrente, Dr. Horado V. Vicioso, en su escrito de 
alegatos i en sus conclusiones. 

Oido el dictamen del magistrado Procurador General de la Republica. 

La Suprema Corte, desp~és de haber qeliberado, i vistos los artículos 36 i 
71 de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando: que la Corte de Apelación de Santo Domingo se constituyó 
en audiencia pública, el día siete de enero de mil novecientos diez i ocho, para 
conocer, en sus atribuciones criminales, del recurso de apelación interpuesto por 
el Procurador Fiscal del distrito judicial de Santo Domingo, contra una sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia del mismo distrito judicial, de fecha nueve de 
mayo de mil novecientos diez i siete, que absolvió a Manuel García Coen; que 
después de gido al Procurador General en la exposición deL hecho, i. presentada 
la lista de los testigos, el abogado del reo, Dr. Horacio V. Vicioso pidió a la Cor· 
te «detuviera el conocimiento de la causa hasta tanto la Corte fallara respecto 
de la existencia o no del acto de apelación fiscal; que fué oido el Ministerio pú· 
blico, i suspendida la audiencia para deliberar. 

Considerando: que la Corte de Santo Domingo, suspendió la vista de la cau .. 
sa i en fecha nueve de enero de mil novecientos diez i ocho, pronunció la sen· 
tencia impugnada en el presente recurso, por la cual, Jo desestimó el medio pro· 
puesto por el acusado Manuel García Coen7 tendiente a que se rechazara la ape· 
}ación del ?rocurador Fisc;;¡l, i declaró buena i válida dicha apelación; 2° ordenó 
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la continnación del juicio i señaló para tal efecto la audiencia del cuatro de fe-
brero del mismo año. . Z: ~ 

~. 
Considerando: que si la sentencia de la Corte de Apelación de Santo Do-

mingo, impugnada en el presente recurso, fué dada en última instancia i es defi­
nitiva respecto del medio propuesto por el acusado, ni versa sobre la competen~ 
cia ni prejuzga el fondo; que por tanto debe ser asimilada a las sentencias pre­
paratorias, contra las cuales, conforme al artículc 36 de la Lei sobre Procedi­
miento de Casación, este recurso no está abierto hasta después de la sentencia 
definitiva; que en consecuencia el presente recurso es improcedente. 

Por tal motivo, rechaza el recurso de casación interpuesto por el inculpado 
Manuel García Coen, i lo condena al pago de los costos. 

R. J. Castillo.-A. Arreclonclo Jf}iura.-Andrés J. 1}fontolío.-1Vf. de J. González 

}}f.-P. Báez Lavastida.-A. Woss i Gil. 

La anterior sentencia ha sido dada i firmada por los señores jueces que en 

ella figuran, en la audiencia pública del día seis de marzo de mil novecientos 

·diez i ocho, lo que yo, Secretario General, certifico. 

Octavio Landolfi. 

* 

En nombre de la República. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Ramon Antonio Do­
mínguez, agricultor, domiciliado i residente en Gurabo, sección de la común. de 
·santiago, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha vein­
tiseis de abril de mil novecientos diez i siete, que declara bueno i válido el em­
plazamiento que le fuera notificado en fecha seis de mayo de·· mil novecientos 
quince a requerimiento del ~eñor Agustín Antomarchi; ordena la continuación 
de la causa al fondo i lo condena a los costos. 

Visto el Memorial depositado por el abogado del recurrente, en el c~al ale­
ga, contra la sentencia impugnada, la violación del artículo 64 del Código de· 
Procedimiento Civil. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 

Oido el Lic. Abigail Del Monte en representación del Lic. Ramón Ramírez 
Cues, abogado del intimante, en su escrito de alegatos i en sus conclusiones. 

Oido al Dr. Horado V. Vicioso, en representación del Lic. Juan A. Lora, 
abogado del intimado, en su escrito de réplicas i en sus conclusiones. 
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Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la Repúblicá. 

La Suprema Corte de Justicia, desp~~de haber deliberado, i vistos los ar­
tículo$ 64 del Código de Procedimiento Ctvil, i 71 de la Leí sobre Procedimiento 
de Casación. 

Considerando: que el artículo 64 del Código de Procedimiento Civil dispo~ 
ne que en materia real o mixta los emplazamientos expresen, a pena de nuli~ 
dad, la común, i, en tanto que sea posible la sección o lugar en <'fue esté situada 
i dos de los linderos, a lo ménos; que el objeto de esas enunciaciones es que el 
demandado sepa exactamente de c¡ue inmueble se trata; por lo cual la doctrina i 
la jurisprudencia éstán acordes en que la omisión de cualquiera de esas mencio~ 
nes puede ser suplida si la mención se encuentra en otros actos relativos al 
asunto; y que hayan sido notificados al demandado. · 

Considerando: que la sentencia impugntrf~ decide en hecho que el ciernan~ 
dado no podía ignorar la situación del inmueble a que se refería la demanda, 
puesto que había sido enterado de ella por la citación para ante la Alcaldía, por 
la sentencia de ésta que declinó el conocimiento del asunto, por la citación en 
conciliación i por el mismo emplazamiento, que señala dos linderos i remite al 
demandado a aquellos actos, refiriéndose a ello:;;; con lo cual no se ha violado 
el artículo 64 del Código de Procedimiento Civjl. 

Por tales motivos rechaza el recurso de casación interpuesto por el seño1 
Ramón Antonio Domínguez, i lo condena al pago de los costos. 

R. J. Oastillo.--A. Arredondo Mium.-Andrés J. Montolío.-P. Báez Lavas­
da.-A. lVoss i Gil. -M. de J. Gon.zalez J11. 

La anterior sentencia ha sido dada i firmada por los señores jueces que en 
ella figuran, en. la audiencia pública del día veinte de marzo de miLnovecientos 
diez i ocho; lo que yo, Secretario General, certifico. 

Octavio Landolfi. 
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SECCION DE LA CORTE D.~"'..'.".~¿PELACION DE SANTO DOMINGO 
'~(' 

En nombre de la República. 

En Nombre de la República.-En la ciudad de Saúto Domingo, 
.a los cinco días del mes de Enero de mil novecientos doce, 68 de la 
Independencia i 49 de la Restauración.-La Corte de Apelación de Santo 
Domingo, competentemente reunida eu Lt sala donde celebra sus audiencias, 
compuesta ele los magistrados Licenciados Mauuel de Jesus González Marre­
to, Presidente; bomingo Rodríguez Montaño, C. Armando Rodríguez, Pablo Báez 
Lavastida, Vetilio Arredondo, j~Jeces.-Rafael A. Castro, Prócurador Gener::d, 
asistidos del infrascrito Secretari'Ó ha djctado en sus atribuciones correccionales, 
la sentencia siguiente:--Eu el recurso de apelación interpuesto por el acusado Jo­
sÉ~ Altagracia Carmonn, de veinte años de edad, estado soltero, profesión marino, 
natural i de este domicilio, contra sentencia del Juzg<ldo de Primera de Instancia 
del distrito judicial de Ranto Domingo, guo le condena, por el hecho._ de robo de 
dos pantalones ele casimir, a sufrir la pena je seis meses de prisión cor•:e,~cional i 
J,ago de costos.-Le'iclo: el rol por el Alguacil de Estrados de esta Corte, Ciudada­
no José :María ~olasco.-Oida: la lectura del dispositivo de la sentencia apelada 
i la del acta de apelacióo.-Oida: la exposición del hecho por el Magistrauo Pro­
curador Genernl i la lectura de la lista de los testigos.-Oida: la lectura de las de­
claraciones de los testigos ausentes.-Oido: al acusado en la relación del hecbo.­
Oido: al Magistmdo Procurador General en la lectura de su dictamen que ténni­
na como sigue:-«Por estos motivos Magistrauos el ministerio ·público opina: 
que debeis confirmar la sentencia apelada, condenando, además, al acusado a los 
costos de esta iustancia».-AUTos VrsTos:-Resultando: que el trece de julio de-l 
año mil novecientos once, la Comisaría Municipal de esta Capital sometió al Pro­
curador Fiscal de la jurisdicción, al nombrado José Altagracia Carmona, inculpa­
do de hurto a su hermana Rosa Dilia Carmona de dos pantalones, perteneciente 
al señor lVIanuel de J. Ramírez,'(a) Piloló.--Resultando: que el acosado fué lleva­
do por la vía directa ante el Juzgado de lo correccional, el .que lo condenó el ca­
torce a las penas que se leen en otro lugar de esta sentencia; que no conforme con 
esa pena interpuso recurso de apelación i esta Corte fijó la audiencia de hoi para 
la vista de la causa.-La Corte de8pnés de. haber deliberado.- Considerando: que está 
suficientemente demostrado que el apelante se apropió en la casa de su hermana 
Rosa Dilia Carmona, dos pantalones de casimir de la propiedad del señor Ma­
nuel de J. Ramírez los vendió i su producido lo perdió en un juego de azar; que 
además el apelante confesó el hecho.-Considemndo: que el apelante es de malos 
antecedentes.-Por tauto i vistos los artículos 371 i .f-01 del Código Penal i 19/f. 
del de Procedimiento Criminal que fueron leídos por el Magistrado Presidente i 
dicen así:--A1·ticulo 379 del Código Penal: «El que con fraude sustrae una cosa 
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que no le pertenece; se hace reo de robo». A1·tíwlo .1¡_01 del mismo Código: «Los 
demás robos no especificado en la presente ~cción, las fullerías i raterías, así co­
mo sus tentativas, se castigarán con prisión c!;f.¡:eccional de seis meses a dos años, 
i además pueden serlo con multa de quince a cien pesos. Se podrá imponer a los 
culpables_la privación de los derechos mencionados en el artíct1lo 42, durante uno 
a cinco anos. También se pondrán por la sentencia, bajo la vijilancia de la alta 
p.olicía, durante el mismo tiempo, El que, sabiendo que está en la imposibilidad 
absoluta de pagar, se hubiere hecho servü; bebidas o alimentos que consumiere 
en todo o en parte en establecimientos a ello destin,ados, será castigado con pri­
-sión de seis días a ~eis meses i multa de diez a cien pesos».-Aí'tículo 19.1¡_ del de 
Procedimierito Criminal: <<Toda senteneia de condena contra el P.rocesado i con­
tra las personas civilmente responsables del delito o contra la parte civil, los con­
denará a las costas. Las costas se liquidarán p~ la Secretaría».-La Corte de 
Apelación deSanto Domingo, administrando JusAticia en Nombre de la República, 
por autoridad de la Lei, en mérito de los artículos citados i oido el dictamen del 
Mc~gisti'ado Procurador General, falla: confirmar la sentencia dictada por el J uz­
gado de Primera Instancia de Santo Domingo el catorce de julio del año en curso, 
que condena al apelante José Altagracia Carmona, de las generales que constan, 
a la pena de seis meses de prisión correccional i al pago de las costas, por el hecho 
de robo de dos pantalones. Se le condena además, a las costas de esta instancia. 
-l por esta nuestra sentencia definitiva, así se manda i firma.-.lVI. de J. Gonza­
lez.-0. Armando Rodríguez.-D. RodTíguez 1lfontaño.- P. Lavast,ida Báez.- Vetilio 
Arndondo.-Octm,io Landolji, Secretario . ..--..:Dada i firmada ha sido la anterior sen­
tencia por los señoTes jueces que componen esta Corte de Apelación de Santo Do­
mingo, celebrando audü:mcia pública el mismo día, mes i año' arriba expresad,os­
la q~e fué firmada, leida i publicada por mí, Secretario que certifico, Octavio Lan; 
dol.fi. 

* 

En nombre de la República. 

En la ciudad de Santo Domingo, a los veintinueve días del mes de enero de 
mil novecientos doce, 68 de la I.ndepenrleucia i 49 de la Restauración. 

La Corte de Apelación de Santo Domingo, competentemente reunida en la 
sala donde celebr11. sus audiencias, com¡Juesta de los Magistrados LicenciadosMn­
nuel de Jesus González Marrero, Presidente; Domingo Rodríguez .Montaño, U. 
Armando Rodríguez, Pablo Báez Lavasti_da, jueces; Rafael A. Castro, Procurador 
General, asistidos del infrascrito Secretario ha dictado, rn sus atribuciones crimi­
nales, la sentencia siguiente: 

En el recurso de npelación interpuesto por el acusado Juanico Medina, ma­
yor de edad, estado soltero, profesión jornalero, natural de San Cristóbal i resi-
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dente en el Ingenio «Consuelo», contra 'sentencia del Juzgado de Primera Instan, 
cia del distrito judicial de Sao PedroAe Macorís, que le coudeua, por el hecho de 
robo con fractura en la casa de Po;<ifió Soler, a sufrir la pena de cinco años de 
trabajos públicos, degradación cívica i pago de costos. 

Leido el rol por el alguacil de Estrados de esta Corte, ciudadano José María 
No lasco. 

Oida la lectura de la dacisión de la Cámara de Calificación, i la del acta de 
acusación, la del dispositivo de la sentenciá apelada i la del acta de apelación. 

Oida la exposición del hecho por el Magistrado Procurador General i la lec-
tura de la lista de los te~tigos. 

Oírla la lectura de las declaraciones de los testigot:, ausantes todos. 

Oído al acusado eu la relación del hecho. 

Oído al r~bogado del acusad!.~~ Licenciaclo Pedro A. Lluberes hijo, en la lec­
tura de su defensa que termina del modo siguiente: «Por esas razoues i por las 
que podais suplir, J uanico Me<liua, de las generales que constil u, respetuos:unente, 
os suplica, por mediación del abogado que suscribe, que modifiquéis la sentencia 
apelada, condenándolo de acuerdo con el pátT<1fo tercero del artículo 46'3 del Có­
digo Penal». 

Oiclo al Magistrado Procura.dor General en la lectura de su dictamen que 
termina como sigue: «De todos modos, el ministerio público opina, que la san­
ción correspondiente del delito cometi.do por el acusado, es el mínimum de la pe­
na señalada por el artículo 386, cualquiera que sea la apreciación que del delito 
hiciereis i eu esa vírtud os pide que reforméis la sentencia apelada, salvo vuestra 
más autorizada opiniÓn». 

A LITO S V 1ST OS. 

Resultando: qué el seis de enero de mil novecie11tos once, el guarda campes­
tre del Ingenio «Consuelo», señor Raft~el Rey, remitió al Procurado!' Fiscal del 
distrito judicial de San Peuro de Macorís al nombrado .Juilniéo Medina como au-· 
tor de robo de varios cortes de fiuces al señor Porfirio Solet', sastre. 

Resultnudo: que el inculpado Juanico Medina, cometió el hecho introdu-· 
ciéudose en la caea de Soler, por una ventana i de noche; que de los cortes de 
fluces sustraídos, vendió unos, i los otros los d0posit'ó en casa de su hermana Ra­
moua Medina, donde fueroí1 ocu'pados poi· la justicia. 

Resultando: que la Cámara de Calificacióu envió al acusado a ser juzgado 
por el Tribunal Criminal, como autor de robo con fractura; que éste le condenó a 

las penas que se leen en otro lugar de esta sentencia. 

Resultando: que Medina no se conformó cou ese fallo, e interpuso recm·so 
de apelación; que despuée de llen<ldo los trámites legales, la -Co.rle fijó la audíen­

cia de hoi para la vista de la canea. 
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La Corte después de haber deliberado: 
Considerando: que en el plenario queqq euficientemente probado que el ape­

lante J uanico Medina se introdujo de noché~or una ventana en la casa del sas­
tre Porfirio Soler i sustrajo varios cortes de tela para fiuces· de hombre; que el 
apelant·e está, además, confeso de ese hecho. 

Considerando: que el apelante negó haber fracturado la ventana por donde 
entró a la cas3. de Soler, i que esa circunstancia no quedó probada. 

Considerando: que el robo realizado de noche, con escalamiento en casa ha­
bituda, está sancionado por el artículo 385 del Código Penal. 

Comiderando: que la Corte para regular la pena a la medida del hécho Iea­
lizado en razón de la cuantía, acoje eircunstancias atenuantes en favor qel acu­
sado. 

Considerando: que las peuas aflictivas e irJfnmantes llevan consigo, de pleno 
derecho, la degradación cívica i la vijilancia de~-G\ alta policía. 

Por tanto i vistos los artículos 385, 463, inciso .)o, 28 i 46 del Código Penal 
i 277 del de Procedimiento Criminal que fueron leídos por el Magistrado Presi­
d~tlte i dicen así: 

Artículo 385 del Código Penal: «También se impondrán la misma pena a 
los culpables de robo C1Ue se hallen en uno de los casos sigDientes: 1° si el robo 
se ha ejecutado de noche; 2° si se ha cometido en una casa habitada o en uno de 
los edificios consagrados a los cultos relijiosos; 3° si lo ha sido por dos o más 
personas; 4° si el culpable o alguno de ellos llevaban armas visibles u ocultas». 

Artículo 463 del mismo Código, iuciso 3°: -~Cuando la lei imponga al delito 
Jade trahajos públicos, que no sea el máximum, los tribunales podrán rebajar la 
pena a la de recl.usión, o de prisión coneccional, cuya duración no podrá ser me­
nos de nn año». 

Artículo 28 del mismo Código: «La condenación a las penas de trabajos pú­
blicos, detención o reclusión, lleva consigo la degradacióu cívica. Se incurre en 
esta pena, desde el día en que la sentencia es irrevocable; i en el caso de condena­
ción en contumacia, desde el día de la notificación en estrados». 

. Artículo 46 u~l mismo Código: «En ningún caso podrá exceder de cinco 
años la u u ración de la pena bajo la vijilancia de la alta policía. Los condenados 
a trabajos públicos, a la detención i a la reclusión, quedarán de pleno de1·echo, 
después que hayan sufrido su condena i dumnte cinco años, bajo la vijilancia de 
la alta policía. No obstante, el fai!o condenatorio podrá reducir este término, i 
aún declarar que el coudeuado no estarú sometido a la vijilancia de la.alta poli­
cía. Todo condenarlo al máximum de la pena de trabajos públicos, que obtuviere 
conmutación, n remisión de su pena, quedará de pleno derecho, sometido a la vi­
jilancia de la alta policía, durante cinco años, si no se ha resuelto otra cosa por el 
dgcreto de indulto. 

Artículo 277 del de Procedimiento Criminal: «El acusado· o la p¡:lrte civil 
que sucumbiere, será condenado en las costas~. 

1· 
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La Corte de Apelación de Santo Domingo, administrando justicia en nombre 
'de la República, por autoridad de la leí, en mérito de los artículos citados i oído el 
·dictam'en del Magistrado Procurado~d~neral, falla: reformar la sentencia dictada 
.por el Juzgado de Primera Instancia del distrito judicial de San Pedro de Maco­
ris el treinta de agosto de mil novecientos once, i en consecuencia coudena al acu­
sado Juau Medina, de las generales que constan acojiendo circuustancias atenuan­
tes, a la pena de nos años de reclusión, degradación cívica, a la vijilaucia de la 
alta policía por dos años Clespués de vencida la pena principal, i al pago de los 
·costos de ambas instancias por el hecho de robo calificado. 

I por esta nuestnl sentencia definitiva, así se manda i firrrHl . 

. JI. de J. González Manero.-0. Armando Rodríguez.-D. Rodríguez _¡1J.ontaño.~ 

P. Baez Lavastida.- Octavio Landolfi, Secretario. 

Dada i firmada ha sido la ar¡¡;;3rior sentencia por los señores Presidente i Jue­
ces que componen esta Corte de Apelación de Santo Domingo, celebrando audien­
cia púl:)lica el mismo día, mes i año al'riba expresarlos, la que fué firmada, leída i 
,publieada por mí, Secretario que certifico. 

Octavio Landolfi. 

* 
En la ciudad de Santo Domingo, a los quince días del mes de enero de mil 

novecientos doce, 68 de la Independencia i 49 de la Restauración. 
La Corte de Apelación de Santo Domingo, competentemente reunida en la 

sala donde celebra sus audiencias, compuesta de los Magistrados Licenciados 
Manuel de Jesus González Marrero, Presidente; Domingo Rodríguez Montaño, 
C. Armando Rodríguez, Pablo Báez Lavastida, Jueces; Rafael A. Castro, Procu~ 
rador General, asistidos del infrascrito Secretario ha dictado, en sus atribucio~ 
nes criminales, la sentencia siguiente: 

En los recursos de apelación interpuestos: primero: por el acusado Ismael 
Tejeda, mayor de edad, estado soltero, profesión jornalero, natural de San JoEé 
de Ocoa i residente en «Hondurasl>, contra sentenCia del Juzgado de Primera 
Instancia del distrito judicial de San Pedro de Macorís, que lé condena, por el 
hecho de homicidio voluntario en la persona de Domingo Cainpusano, a sufrir 
la pena de diez años de trabajos públicos, degrada~ión cívica i pago de costos; 
i segundo: por el magistrado Procurador Fiscal del distrito judicial de Sa'n Pc'­
,dro de Macorís, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia expresado, 
·que absuelve, de ser coautor del mencionado crimen, por falth de pruebas, al 
.acusado Ramón Báez, de treintitres años de edad, soltero, jornalero~ natural de 
-San José de Ocoa i residente en «Honduras». 

Leido el rol por el alguacil de Estrados de esta Corte, ciUdadano José Mu:~ 
:ría Nolasco. 

Oida la lectura de la decisión de la Cámara de Calificación, la del acta de 
-acusación, la del dispositivo de la sentencia apelacia i la del acta de apelaCión, 
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Oída la exposición del hecho por el Magistrado Procurador General i la lec-
tura de la lista de los testigos. ~, 

Oida la lectura de las declaracione~ ti~Jos testigos, ausentes todos. 
Oido al acusado en la relación del hecho. 
O ido al abogado del acusado Ismael Te jeda, Licenciado Pedro A. Llu be res 

hijo, en la lectura de su defensa que termina del modo siguiente: «Por esas ra­
zones concluimos suplicandoos que acojáis la circunstancia de excusa aducid& 
en favor de Ismael Te jeda i lo condenéis de conformidad con los artículos 321 i 
326 del Código Pena!». 

Oido al Magistrado Procurador General en la lectura de su dictamen que· 
termina como sigue: «Por estos motivos el ministerio público opina, que de­
beis confirmar en todas sus partes la sentencia apelada, condenando a además 
al acusado, a los costos de esta instancia». 

Oido al abogado del acusado Ramón Báe.r. Lice11ciado Salvador Otero No­
lasco, en su defensa in-voce que termina com; sigue: «Por las raz.ones expues­
tas, el señor Ramón Báez, os pide por órgano del infrascrito abogado, que con­
firméis en cuanto a él se refiere, la sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del distrito judicial de Sa11 Pedro de Macorís». 

AUTOS VISTOS: 

Resultando: que el diecisiete de diciembre de mil novecie11tos ocho, el Je­
fe de Orde11 del Ingenio «Cristóbal Colón» denunció al Procurador Fiscal de San. 
Pedro de.Macorís, que en el camino real, lugar denomi11ado «Honduras>;, ama­
neció el cadáver del nombrado Campusano (a) Gusano con tres machetazos en. 
la cabeza i una puñalada en la cara; i se abrió la correspo11diente sumaria. 

Resultando: que el día once el Jefe de Orden del referido Ingenio remitió 
preso.-1. por sospecha, al nombrado Ramón Báez, contra quien no resultaro11 car­
gos suficientes i se suspendió el mandamiento de prisión que contra él se había 
la11zado; que posteriormente León Pimentel, vecino del lugar, dijo hsbía sab_ido 
que Báez i Campusano tuvieron una dificultad la víspera del suceso, i Anselmo 
Jeréz, que la noche del suceso i desde su casa, oyó a Báez que dijo: «suéltame 
el cuchillo, que yo soi mui hombre»; que con tal motivo se ordenó de nuevo la 
prisión de Báez, la que no pudo ejecutarse por haberse ausentado éste del lu­
gar, por lo que se le juzgó i se le condenó en contumacia el treinta de agosto de 
mil novecie11tos diez, a vei11te años de trabajos públicos i a las penas accesorias; 
que el trece de octubre Se C0!1StituyÓ en prisión, O hizo oposiciÓ11 a dicha sen­
tencia, 11egando su complicidad en el hecho. 

Resultando: que como autor del hecho se señaló desde el primer momento 
al nombrado Ismael Tejeda, quien emprendió la fuga desde el mismo día del 
suceso; que conjuntamente con Ramón Báez fué juzgado el treinta de agosto de 
mil novecie11tos diez, i condenado a las mismas pe11as que éste; que reducido a. 
prisión en diciembre del mismo año, se confesó autor del homicidio, negó la 
complicidad de Báez e hizo oposición a la referida sentencia. 
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Resultando: que llenadas todas las formalidades del caso, el Juzgado de 
Primera Instancia del distrito judicial de San Pedro de Macorís conoció de nue­
vo de esta causa, i por su sentenci9, ~~~~ siete de setiembre de mil novecientos 

'['N 
once, falló en la forma que se lee en· otro lugar de la presente; que el acusado 
Ismael Tejeda, no se conformó con las penas que se le impusieron i apeló en 
tiempo hábil; que el Procurador Fiscal tampoco se cooformó con la referida sen~ 
tencia en cuaoto a la absolución de Báez, i apeló oportuoameote; que esta Cor­
te, eo consecueocia, fijó la audiencia de hoy para la vista de la causa. 

La Corte después de haber deliberado: 
Considenmdo: que en pleoario el apelante Ismael Tejeda hizo las siguien­

tes declaraciones: que el día seis de diciembre de mil novecieotos ocho, tuvo 
una pequeña dificultad cort que momentos después fué a la bodega del señor 
Osear Pichardo a comprar una cajetilla de cigarrillos i uoa de fósforos, i se en­
contró allí con Domingo Camp~uno, mui ébrio, quiert le pidió cuenta del moti­
vo de la dificultad con que al reCirarse, le siguió Campusano r ya en despoblado, 
le provocó a la, riña; que así le fué persiguiendo hasta el lugar del suceso, don­
de se víó obligado a defenderse de los acometimieotos que le hacía Campusano 
armado de urt cuchillo i de urt garrote, que después de herido en la cabeza con 
el garrote, i eo las dos .m:mos i el pecho con el cuchillo, cuyas cicatrices mos­
tró, hizo uso de su machete e infirió a Campusano las heridas que le produjeron 
la muerte; que Ramón Báez, ni le acompañó ni tuvo cortocimieoto del suceso, 

Coosideraodo: que segúrt declaraciórt de Aoselmo Jeréz, el apelaote Ismael 
Tejeda estuvo arttes del hecho en su casa i le mostró varios golpes que le había 
dado José Tejeda, su hermaoo; que momertto después volvió i le dijo que aca­

. baba de herir a Campusarto. 
Coosideraodo: que el lance eotre Tejeda i Campusano tuvo lugar erttre la 

bodega i la casa del primero, cámioo que no estaba obligado a sE=guir Campu­
sano por quedar su casa eo sentido opuesto; que si bien esta circunstancia pare­
ce indicar que Campusaoo persiguió a Tejeda, esa presunción pierde toda su 
fu:erza con la declaración de Jeréz i demás indicios del proceso. 

Considerando: que esta Corte reconoce atenuantes en favor del reo. 
Considerando: que el simple dato a cargo de Báez es insuficiente para jus­

tificar una condena; que existe además en su favor la confesión categórica de 
Tejeda de que no tuvo participación ni conocimiento en el hecho. 

Poi· ta'n"to i vistos los artículos 295, 304, última parte, 28, 46, 463, incisó 
3° del Código Penal i 272 i 277 del de Procedimiento Criminal que fueron leídos 
pm el Magistrado Presidente i dicen así: 

Artículo 295 del Código Penal: «El que voluntariamente mata a otro, se 
hace reo de homicidio>>. · 

Artículo 304, última parte, del mismo Código: «En cualquier otro caso, el 
culpable de homicidio será castigado con la pena de trabajos públicos». 

Artículo 28 del mismo Código: «La condenación a las penas de trabajos 
públicos, detención o reclusión, lleva consigo la degradación cívica. Se incurre 
en esta pena, desde el día en que la sentencia es irrevocdble; i en el caso de 
condenación en contumacia, desde el día de la notificación en estrados». 
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Artículo 46 del mismo Código: «En ningún caso podrá excederde cinco 
años la duración de la pena bajo la vijilancia de la alta policía. Los condenadps 
a trabajos públicos, a la detención i a la r~~i1sión, qqedarán de pleno derecho, 
después que hayan sufrido su condena i durante cinco años, bajo la vijilancia 
de la alta policía. No obstante, el fallo condenatorio podrá reducir este térmi~ 
no, i aún declarar que el condenado no estará sometido a la vijilancia de la alta 
policía. Todo condenado ál máximum de la pena de trabajos públicos, que oh~ 
tuviere conmutación o remisión de su pena, quedará, de pleno derecho, sorne~ 
tido a la vijilancia de la alta policía, durante cinco años, si no se ha resuelto otra 
cosa por el decreto de iudultp». 

Artículo 463 del mismo Código, _inciso 3°: «Cuando la lei imponga al de­
lito de trabajos públicos, que no sea el máximum, los tribunales podrán rebajar 
la pena a la de reclusión, o de prisión c·:>rreccior~al, cuya duración no podrá ser 
menos de un año». -~ 

Artículo 272 del de Procedimiento Criminal: «Cuando la sentencia decla~ 
re la no culpnbilidad del acusado, debe expresarse en ella, que queda libre de 
la acusación,' i ordenará que sea puesto en libertad, a no ser que se halle rete­
nido por otra causa». 

Artículo 277 del mismo Código. «El acusado o la parte civil que sucum~ 
hiere, será condenado en las costas». 

La Corte de Apelación de Santo Domingo, administrando justicia en nom­
bre de la República, por autoridad de la lei, en mérito de los artículos citados i 
oidD el dictamen del Magi:,trado Procurador General, falla: confirma la senten­
cia recurrida en lo que se. refiere a la absolución del acusado Ramón Báez, de 
las generales que constan, i la reforma en cuanto a la penalidad impuesta al 
acusado Ismael Teje da, de las generales que constan, i acogiendo circunstan­
cias atenuantes, condena a dicho acusado Ismael Tejeda a la pena de tres años 

/ 
de reclusión, degradación cívica, vijilancia de la alta policía por otro tiempo 
igual al de la pena principal i al pago de los costos procesales, por el.hecho de 
homicidio voluntario en la persona del nombrado Domingo Campusano (a) Gu­
sano. 

I por esta nuestra sentencia defioitiva, así se manda i firma. 

M. de J. González Marrero.-D. Roddguez Montaño.-C Armando Ro­

ddguez.-P. Báez LavastÍda.- Octavjo Landolfi, Secretario General. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores Presidente i 

Jueces que componen ·esta Corte de Apelación de Santo Domingo, celebrando 

audiencia pública el mismo día, mes i año arriba expresados, la que fué firma­

da, leída i publicada por mí, Secretario que certifico. 

Octavjo Landolfi. 
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SECCION DE LA CORTE DE APELACION DE SANTIAGO 

Dios, Patria i Libertad.-República Dominicana. 
En nombre de la República. 

En la ciudad de Santiago de los Caballeros, a los doce días del mes de Ju­
nio del año mil novecientos diez y siete, 74 de la Independencia y 45 de la Res­
turación, siendo las doce i media del día. 

La Corte de Apelación de Santiago, competentemente constituida, en el Pa­
lacio de Justicia, en la sala donde acostumbra celebrar sus audiencias públicas, 
compuesta de los Majisirados Juan Bautista Pérez, Presidente; Francisco Ro­
dríguez Volta, ~osé Joaquín Hun~;B.a, August.o Franco Bidó, Jueces; Ant:mio 
Edmundo Martm, Juez de esta Cone, en funciOnes de Procurador Jeneral Inte­
rino, por ausencia del titular, asistidos del infrascrito Secretario, ha rendido en 
sus atribuciones criminales, la siguiente sentencia. 

En el recurso de apelación interpuesto por el nombrado Martín Aracena, 
de diez i ocho años de ~dad, soltero, agricultor, natural de San José de las Ma­
tas i domiciliado en el Monte Adentro, jurisdicción de común de Salcedo, Pro~ 
vincia Espaillat, contra sentencia rendida por el Juez de Primera Instancia del 
distrito judicial de Espaillat, de fecha veinte i nueve del mes de Enero del co­
rriente año, que lo condena 'a la pena de seis años de trabajos públicos i pago 
de costas, por el crimen de homicidio voluntario en la persona del que en vida 
se llamó Juan Ovalles. 

Le.ído el rejistro de la causa por el Alguacial de Estrados de esta Corte, 
ciudadano Nepomuceno Hernández. 

Oída: la iectura del acta de apelación i la del dispositivo de la sentencia 
apelada. 

Oido: al Majistrado Procurador Jeneral, quien presentó la lista de los testigos. 
Oido: al testigo Felix María Ovalles i la lectura de la declaración del testi­

go Ramón Antonio Medina. 
Oido: al acusado en su interrogatorio. 
Oido: al abogado del acusado, Licenciado Ramón Guzmán P. en sus medios 

de defensa, cuyas conclusiones dicen: «En mérito de las razones expuestas, el 
acusado Martín Aracena, concluye por órgano del consejo de la defensa, pi­
diendo a esta superioridad, el reconocimiento de circustancias atenuantes i de­
jando a la piedad de lo.s Majistrados el limite o cuantum de la pena que le deba 
ser aplicada por el hecho que se le imputa». 

Oido: al Majistrado Procurador Jeneral, en el resumen del hecho i su dic­
tamen que terminó de este modo: «Por consiguiente, somos de opinión, que 
admitiendo en favor del acusado el beneficio de circunstancias atenuantes, mo· 
difiquéis conveniente i lo condenéis al pago de las costas de esta alzada». 

AUTOS VISTOS: 

Resulta: q'Ie en fecha veinte i ocho de setiembre del año mil novecientos 
quince, el Alcalde Pedaneo de Monte Adentro, sección de la Común de Salcedo 
Provincia Espaillat, denunció al Juez Alcelde de dicha Común de Salcedo, que 
en su sección habían herido mortalmente al joven Juan Ovalles, que habiéndo­
se el Alcalde de Salcedo trasladado a la casa.del herido, encontró que éste ha­
bía muerto i hallándose en dicha casa el único testigo presencial del hecho, se­
ñor Antonio Medina, procedió a interrogarlo i éste le refirió que Juan Ovalles, 
Martín Arcena i él habían ido a tumbar racimos de palma i mientras Aracena 
subía a una . palmera, le preguntó a Ovalles que haría el si él, Aracena, caía 
del árbol, a lo que O valles contestó en son de guasa: «te recibiría. en la punta 
de mi cuchillo» Aracena entonces sacó su revolver i desde lo alto de la palmera 
le disparó un tiro a Ovalles, causándole una herida mortal en el ojo izquierdo. 
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Resulta: que Martín Aracena empren6ió la fuga, pero fué capturado en los 
Quemados, Común de Mao, i puesto a disposición del Juez de Instrucción de 
Espaillat, Majistrado que lo interrogó en fecha veintitres de Marzo del año mil 
novecientos diez i seis e instruyó la sumaria correspondiente. 

Resulta: que sometido el caso a la Honorable Cámara de. <;alificación de 
Espai\lat, ésta lo envió, por decisión de fecha diez i nueve de ~JcJ.embre del ex­
presado año de mil novecientos diez i seis, ante el Juzgado Cnmma!, el que lo 
condenó a las penas que se leen en otro lugar de la presente; que no conforme 
el acusado con estas condenaciones interpuso, en forma i tiempo hábiles, recur­
so de apelación para ante esta Corte, la que conoció del asunto en la audiencia 
pública de hoi con todas las formalidades de Lei. 

La Corte después de haber deliberado. 
Considerando: que el acusado Martín Ar~~na está convicto de haber dado 

muerte voluntariamente al joven Juan Ovalles i por lo tanto se ha hecho reo de 
homicidio voluntario. 

Considera11do: que existen en favor del acusado circunstancias atenuantes 
no tomadas en consideración por el Juez a qua. 

Considerando: que toda sentencia de condena contra el procesado, le con-
denará además en costas. . 

Por estos motivos i vistos los artículos 259, 304 i 443 apartado 3° del Có­
digo Penal i 277 del de Procedimiento Criminal, que fueron leídos por el Majis­
trado Presidente i dicen así: 

Artículo 259 del Código PenaL-El que voluntariamente mata a o otro, se 
hace reo de homicidio. 

Artículo 304 del mismo Código.-EI homicidio se castigará con la pena de 
muerte, cuando a su comisión preceda, acompañe o siga otro crímen. Igual pe­
na se impondrá cuando haya tenido por objeto preparar, facilitar o ajecutar un 
delito, o favorecer la fuga de los autores o cómplices de este delito, o asegurar 
su impunidad. En cualquier otro caso, el culpable de homicidio será castigado 
con la pena de trabajos públicos. 

Artículo 463 apartado 3° del mismo Código.-Cuando en favor del acusado 
existen circunstancias atenuantes, los tribunales modificarán las penas confor­
me a la siguiente escala: 3 8 -Cuando la Ley imponga al delito la de trabajos 
públicos, que no sea el máx:imun, los tribunales podrán rebajar la pena a la de 
reclusión, o de prisión correccional, cuya duración no podrá ser menos de un año. 

Artículo 277 del Procedimiento Crir;nina\.-El acusado o a la parte civil que 
sucumbiere, será condenado en las costas. 

La Corte de Apelación de Santiago, administrando Justicia, en nombre de 
la República, por autoridad de la lei, en méritos de los artículos citados i oído 
el dictamen del Procurador Jeneral, falla: Que debe modificar i modifica la sen­
tencia apelada que condena al nombrado Martín Aracena, de la jenerales que 
constan, a sufrir la pena de seis años de trabajos públicos i a las costas, por el 
crimen de homicidio voluntario en la persona de Juan Ovalles, i en consecuen­
cia lo condena a tres años de reclusión, a contar del día veintitres de .Marzo de 
mil novecientos diez i seis, i a las costas, por admitir en su favor circunstancias 
atenuantes. 

I por esta nuestra sentencia, así se pronuncia, manda i firma. 
Feo. RodrÍguez Volta.-Augusto Franco Bidó.-Dr. Juan B. Pérez.-Jo­

sé J. Hungda.-Silvio Silva, Secretario. 
Dada i firmada ha sido la sentencia que antecede, por los Majistrados Pre­

sidente i Jueces que componen la Corte de Apelación de Santiago, celebrando 
audiencia pública, el mismo día, mes i año arriba expresados, la que fué leída, 
firmada i publicada por mí Secretario que certifico. 

Si/vio Silva Secretario. 
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